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1. INTRODUCCIÓN 
 
El tema a exponer en esta investigación está dirigido a hacer un análisis del nuevo 
escenario posible: La reintegración a la sociedad civil de los agentes del conflicto, ello 
trasegando por un  contexto histórico que permitirá entender los intentos de dirigentes 
anteriores de concretar diálogos de paz con grupos insurgentes, pero también, como el 
adagio popular, aprender de errores pasados, tomando las circunstancias que truncaron 
esas negociaciones o que estando ya listas para una posible aplicación no se pudieron 
materializar en Colombia, ya sea como fracaso institucional, incumplimiento de las 
negociaciones por alguna de las partes o porque la sociedad civil no tuvo respuesta 
suficiente a los mecanismos implementados, se tendrá en cuenta el bloque de 
constitucionalidad y el marco de movilidad que permite la Constitución Política de la 
nación, además del desarrollo normativo y programas que existieron de sensibilización de 
la comunidad. 
 
Se pretende tomar de otras disciplinas postulados que sean de utilidad para predecir 
los retos que se darán en aplicación a este nuevo proceso de paz iniciado en el año 2012 y 
la pregunta ulterior que a esta investigación atañe, la que no se trata directamente en el 
desarrollo del tema pero que es el centro del planteamiento, si esos retos que se plantean 
tendrán vocación de fracaso o podrán ser superados exitosamente. 
 
La solidez y efectividad de los programas o desarrollos normativos que se 
implemente en esa etapa de pos conflicto, está determinada por la construcción de paz 
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positiva, asunto que debe tocar las estructuras mismas, las raíces que hacen que el 
conflicto germine, siga creciendo, floreciendo y viviendo son las que, sin lugar a dudas 
deben cambiar, con el fin de asegurar que los acuerdos de paz generen los efectos 
deseados, que permanezcan en el tiempo, se incrusten en el imaginario social y un día 
excombatientes y civiles nos encontremos cara a cara en una sociedad incluyente, 
pluralista, tolerante y con oportunidades para todos. 
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2.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Es necesario para entender los objetivos de la investigación definir lo que se toma 
como variable dependiente, que es la que nos va a arrojar los resultados de la 
investigación, esto es la reinserción. 
 
La reinserción se refiere a la reconstrucción del tejido social, implica la 
implementación de programas de beneficios económicos, de capacitación para las 
personas que se retiran voluntariamente de los grupos al margen de la ley como producto 
de una negociación de paz, que previamente incluye amnistías o indultos, a grandes 
rasgos recogería la participación política de los desmovilizados, la seguridad ciudadana y 
la igualdad de oportunidades. 
 
Ahora, la obtención del proceso de reinserción efectivo no es sencillo y es por eso 
que se hace necesario identificar los retos a superar para que el proceso sea exitoso, ello 
en respuesta a que todavía no se han empezado a implementar programas de promoción, 
prevención, ni se han expedido normas en el Congreso de la República, pues el marco 
jurídico y judicial para la paz todavía está en proceso de materializarse, lo que genera una 
falta de pronunciamiento por parte del Gobierno frente a esas cuestiones. 
 
Después de encontrarme con la existencia de esa necesidad decido plantear esta 
investigación donde me referiré a los retos que se pueden presentar en ese escenario con 
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la pretensión que lo que en este trabajo ha de plasmarse sirva para que se pueda obtener 
un proceso efectivo de reinserción de los agentes del conflicto armado. 
 
Se busca la comprensión de un fenómeno socio-jurídico, interrelacionando sistemas 
y ciencias para la enunciación de los desafíos en el posconflicto, dado por las 
negociaciones de la Habana para introducirnos en las prácticas sociales, culturales y 
jurídicas de la sociedad colombiana en ese marco.   
 
Igualmente generar conciencia e indirectamente medir la capacidad del Estado 
colombiano en los compromisos que debe adquirir para la consecución de la paz y si ella 
se limita solamente a la  firma de los acuerdos, la desmovilización, si puede cumplir con 
las obligaciones adquiridas en los acuerdos de paz o si también se compromete con los 
desarmados, desmovilizados y reintegrados (DDR) en especial la reinserción, cómo 
debería ser la participación de la sociedad en ello y la factibilidad del cambio de hechos 
estructurantes del conflicto armado en el país. 
   
2.1 Pregunta de investigación o Formulación del Problema  
 
¿Cuáles son los retos de la reinserción de excombatientes dentro del posconflicto, 
dado por aplicación al proceso de paz Colombiano iniciado en el año 2012? 
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3.  HIPÓTESIS 
 
Hipótesis Afirmativa 
 
Se presentan retos de la reinserción de excombatientes dentro del posconflicto, 
dado por aplicación al proceso de paz Colombiano iniciado en el año 2012. 
 
Hipótesis Negativa 
 
No se presentan retos de la reinserción de excombatientes dentro del posconflicto, 
dado por aplicación al proceso de paz Colombiano iniciado en el año 2012. 
 
De confirmarse la hipótesis afirmativa, se analizará cada reto, en qué consiste, el 
contexto en que se enmarca, los sujetos que concurren en él y sus posibles soluciones.  
 
De lo contrario, se analizará igualmente el porqué de la inexistencia de retos 
actuales en un proceso de tal envergadura y de las soluciones que se les dio a los que en 
algún momento se presentaron.  
 
 
 
 
 
P o s i b l e s  r e t o s  d e  l a  S o c i e d a d  C i v i l  | 10 
4.   JUSTIFICACIÓN 
 
Se identifica una situación fáctica de relevancia jurídica y especialmente con 
efectos para la justicia constitucional, esto es, cómo se puede conseguir la reintegración 
efectiva de los agentes del conflicto armado, teniendo en cuenta que en el posconflicto 
deben garantizárseles las mismas condiciones, derechos y oportunidades que las demás 
personas, con fundamento en el artículo 70 de la Constitución Política: 
 
“El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos 
los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y 
la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso de 
creación de la identidad nacional.” 
 
Y teniendo en cuenta que una vez retomen la vida social, estos deberán tener 
igualdad de oportunidades para acceder a un trabajo, es decir, sin discriminación o 
rechazo, con fundamento en el artículo 53 de la Constitución Política: 
 
Artículo 53: (…)”Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración 
mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el 
empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 
facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles.” (…) 
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Adicionalmente garantizarles derechos políticos y participación activa dentro de 
la sociedad, lo que conlleva la efectividad de muchos otros derechos, los que son 
necesarios para que la paz se torne como duradera, lo que evidentemente genera unos 
retos tanto para los operadores jurídicos como para la sociedad civil. 
 
Retos que deben ser reconocidos con el fin de prevenir que el proceso de paz 
fracase, puesto que se considera que esos proyectos deben empezar a ser implementados 
para prepararnos a la nueva realidad que se avecina, reconocer los cambios culturales y 
cambiar las estructuras del conflicto, reemplazarlos por lenguajes de paz. 
 
El beneficio que se busca con la investigación es que este documento sirva de guía 
para reconocer los retos dentro del posconflicto en el marco particular de la reinserción 
de excombatientes para poder superarlos y que, como se depreca, vivamos en una nueva 
realidad de efectos duraderos, por ello sus efectos se verán reflejados en la convivencia 
ciudadana, con ello de gran relevancia social, estableciendo directrices para la armonía de 
todas las personas después del proceso de paz y haciendo un estudio que nos permitirá 
identificar la necesidad de expedición de normas y un cambio de cultura jurídica. 
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo General 
 
Identificar los retos que se presentarían en la reinserción de excombatientes dentro 
del posconflicto, dado por aplicación al proceso de paz Colombiano iniciado en 2012. 
 
5.2 Objetivos Especificos 
 
 Establecer qué es la justicia transicional y su alcance. 
 
 Reconocer los acuerdos a los que se han llegado y su procedencia en el 
marco de la justicia transicional 
 
 Verificar si lo negociado hasta el momento se enmarca dentro del concepto 
del tipo de justicia que se analiza y se salvaguardan el derecho a la reparación integral de 
las víctimas y la resocialización de los miembros pertenecientes a los grupos al margen 
de la Ley.  
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado del arte y antecedentes de la investigación 
 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO COLOMBIA. Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica). Serie Red Nacional 
Promotores.2003. 
 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO COLOMBIA. Derecho a la vida serie Red 
Nacional Promotores.2003. 
 
RAMÍREZ COLINA, Oswaldo E. La impunidad a la orden del día. Monografía 
presentada en la Facultad de Derecho de la Universidad Pontificia Javeriana. Bogotá 
1996.  
 
FRANCISCO ADOLFO MUÑOZ MUÑOZ. La paz imperfecta. Editorial 
Universidad de Granada, Colección Eirene, España, Granada, 2000.  
 
6.2 Marco Teórico  
 
La Justicia Restaurativa en el sistema jurídico aparece como un modelo alternativo 
y crítico del procedimiento penal general, que busca no sólo la aplicación de un castigo 
por la comisión de una conducta punible, sino la reparación de la víctima y la 
P o s i b l e s  r e t o s  d e  l a  S o c i e d a d  C i v i l  | 14 
resocialización del victimario, aplicando allí un doble sentido que analiza las partes 
presentes en un juicio penal, sobre el particular se advierte: “En ese sentido, todos los 
autores y grupos que la defienden coinciden en propugnar que el derecho penal deje de 
centrarse en el acto criminal y en su autor, y gire la atención hacia la víctima y el daño 
que le fue ocasionado” (Ibídem) 
 
Es tanta la importancia en la actualidad de propender por la adecuada reparación de 
las víctimas en los procesos judiciales, que ello ha hecho eco en instancias 
internacionales que exigen que este principio de reparación, justicia y verdad se cumpla, 
encontrando antecedentes en casos sometidos a tribunales internacionales dónde la 
justicia restaurativa, es el fundamento de todo fallo que traiga consigo la reparación, es 
decir la justicia restaurativa propende en primera instancia por la  REPARACIÓN A 
LAS VÍCTIMAS,  así lo ha expresado la Organización de Naciones Unidas:  
 
“Constituye un principio del derecho internacional que la infracción de un 
compromiso entraña la obligación de reparación en forma debida. Por lo tanto, la 
reparación es el complemento indispensable del incumplimiento de una convención y 
no es necesario expresar esto en la propia convención. Las diferencias relativas a la 
reparación, que puedan obedecer al incumplimiento de una convención, son en 
consecuencia diferencias relativas a su aplicación.  
 
“(…) El principio esencial que consagra el concepto real de hecho ilícito (principio 
que parece establecido por la práctica internacional y en particular por los laudos de 
los tribunales arbitrales) es que la reparación debe, en toda la medida de lo posible, 
hacer desaparecer las consecuencias del hecho ilícito y restablecer la situación que, 
con toda probabilidad, habría existido de no haberse cometido el hecho”. (CORTE 
PERMANENTE DE JUSTICIA INTERNACIONAL, caso Factory of Chorzów, Merits, 
1928, Series A, No. 17, Pág. 47.). (Negrilla y subraya fuera de texto). 
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Ahora bien, la restauración conlleva no sólo a la satisfacción de necesidades de las 
víctimas, sino que a renglón seguido pretende la paz social, siendo estos dos postulados 
pilares fundamentales de la JUSTICIA RESTAURATIVA, que un Estado debe manejar 
como emblema para responder al crimen. 
 
“En ese entender, el paradigma restaurador pretende centrarse en el futuro y no en el 
pasado y, al hacerlo, lejos de basarse en la evaluación de la culpa del ofensor, le 
otorga una importancia fundamental a la búsqueda de aquellos mecanismos a través de 
los cuales éste puede adquirir conciencia acerca del daño que causó, reconocer su 
responsabilidad e intentar reparar ese daño” (Rettber, 2001:123). 
 
A tal punto pueden llegar los efectos de la justicia restaurativa, que buscaría 
eventualmente una reconciliación entre víctima y victimario, basada en el perdón 
solicitado por éste y obtenido con la voluntad de aquella, de igual manera la justicia 
restaurativa no se limita a la reparación de la víctima, sino que sus expresiones pueden 
ser las propias de una reparación integral, actos de no repetición, actos simbólicos  entre 
otros, que buscan una consecuencia más allá del castigo (Morris: 597). 
 
Se constituye entonces la Justicia Restaurativa, en un mecanismo alternativo de 
contrarrestar las conductas punitivas, que algunos doctrinantes advierten que puede suplir 
la justicia transicionali, más otros sostienen que puede complementarla y no 
desaparecerla, pues la aplicación integral de la justicia restaurativa no puede aplicarse sin 
analizar el contexto de las sociedades donde se aplicará y bajo el procedimiento que ha de 
investigar la comisión de la conducta punible. 
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6.3 Marco Jurídico 
 
 Constitución Política de Colombia de 1991 
 Ley 589 de 2000. Por medio de la cual se tipifica el genocidio, la 
desaparición forzada, el desplazamiento forzado y la tortura. 
 Ley 405 de 1997 Por medio de la cual se aprueba la Convención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
 Ley 409 de 1997 Por medio de la cual se aprueba la Convención 
Interamericana para prevenir y sancionar la tortura. 
 Ley 70 de 1986 Por medio de la cual se aprueba la "Convención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes", 
adoptada en Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1984 
 Ley 74 de 1968 Por medio del cual se aprueba el Pacto 
Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos 
 Ley 319 de 1996. Por medio de la cual se aprueba el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador" 
 Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo 
a la participación de niños en los conflictos armados. 
 Ley 35 de 1982. Ley de amnistía por diálogos del gobierno de 
Belisario Betancur. 
 Ley 434 de 1998. Por la cual se crea el Consejo Nacional de Paz. 
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 Ley 782 de 2002. Modifica disposiciones en lo referente a la 
realización de actos de acercamiento con los grupos insurgentes. 
 Ley 975 de 2005. Por la cual se dictan disposiciones para 
la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de 
la ley. También llamada Ley de justicia y paz. 
 Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno. 
 Ley 1732 de 2014 Por la cual se establece la cátedra de la paz en 
todas las instituciones educativas del país. 
 Acto Legislativo 01 de 2012. Por medio del cual se establecen 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la 
Constitución Política. 
 Decreto 3043 de 2006. Por el cual se crea una Alta consejería en el 
departamento administrativo de la Presidencia de la República. 
 Decreto 128 de 2003. Sobre la política de reincorporación a la vida 
civil de menores pertenecientes a grupos al margen de la ley 
 Decreto 4200 de 2004. Por el cual se crea el programa de 
protección temporal a participantes en diálogos, negociaciones, procesos y 
acuerdos de paz. 
 Decreto 1890 de 2012. Sobre la suspensión de órdenes de captura 
para facilitar los diálogos de paz., 
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 Decreto 395 de 2007. Aplicación y condicionamiento de los 
beneficios, que en el marco de la reintegración, reciban las personas 
desmovilizadas, a partir de la vigencia del decreto 128 de 2003. 
 Decreto 4436 del 2006. Se reglamentan los mecanismos para el 
otorgamiento de los beneficios jurídicos definidos en la ley 782 de 2002, a los 
miembros desmovilizados de los grupos de autodefensas. 
 Decreto 4138 de 2011. Por el cual se crea la Agencia Colombiana 
para la Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas y se establecen sus 
objetivos y estructura.  
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7. ESTRATEGIA METODOLOGICA 
 
7.1 Tipo de Investigación: 
 
La presente es una investigación socio jurídica, con un enfoque cualitativo, puesto 
que pretende identificar fenómenos sociales con incidencia jurídica y caracterizarlos, para 
el logro de conclusiones que den respuesta a interrogantes con trascendencia en el 
contexto colombiano.  
 
Para dar respuesta al interrogante y desarrollar los objetivos del presente trabajo, 
se tomaran fuentes secundarias tales como la doctrina, tanto nacional como internacional 
sobre el tema en particular, especialmente los pronunciamientos de la Corte 
Constitucional y los referentes internacionales sobre ese particular.  
 
Se pretende arrojar un DOCUMENTO DE REFLEXIÓN, que parta de las 
definiciones dadas sobre la justicia restaurativa, analizando su impacto en los diálogos de 
paz iniciados en el año 2012 y los efectos en la sociedad civil. 
 
7.2 Método de Investigación 
 
El método utilizado fue “análisis y síntesis”, teniendo en cuenta que se observaron 
y analizaron los conceptos judiciales respecto de la justicia restaurativa y la justicia 
transicional.  
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7.3 Fuentes de información  
 
Las fuentes de información de la presente investigación,  son secundarias, esto es, 
se buscaron los pronunciamientos judiciales y de ellos se extractó lo relacionado con el 
tema objeto de estudio.   
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8. DESARROLLO TEMÁTICO 
CAPÍTULO I: EL SISTEMA TRIPARTITO DE REPARACIÓN A LAS 
VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 
 
Es importante partir de la definición de la justicia transicional para luego dilucidar 
sus implicaciones e impactos dentro de un esquema penal, tanto para los procesados 
como para las víctimas que merecen especial tratamiento, así pues, Rodrigo Uprimny 
define la misma como:  
 
Los procesos a través de los cuales se realizan transformaciones radicales de un 
orden social y político, bien sea por el paso de un régimen dictatorial a uno democrático, 
bien por la finalización de un conflicto interno armado y la consecución de la paz. 
(Botero et al, 2006:6). 
 
Así las cosas, la justicia transicional aparece como un modelo de justicia alterna y 
diferente al modelo de justicia ordinaria que busca particularmente dos cosas: por una 
parte la aplicación de un castigo por la comisión de la conducta punible junto con la 
reparación integral de la víctima y a su vez la resocialización del victimario, lo que 
implica que el derecho penal ha de propugnar por el cumplimiento de estos objetivos y 
especialmente haga efectivo los derechos de las víctimas (ibídem.) 
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Ahora la justifica transicional ha hecho eco en organismos internacionales, no 
obstante en ellos el fundamento es la reparación a las víctimas y así lo ha dejado claro la 
ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS bajo el siguiente tenor:  
 
“(…) El principio esencial que consagra el concepto real de hecho ilícito (principio que 
parece establecido por la práctica internacional y en particular por los laudos de los 
tribunales arbitrales) es que la reparación debe, en toda la medida de lo posible, hacer 
desaparecer las consecuencias del hecho ilícito y restablecer la situación que, con toda 
probabilidad, habría existido de no haberse cometido el hecho” (CORTE 
PERMANENTE DE JUSTICIA INTERNACIONAL, caso Factory of Chorzów, Merits, 
1928, Series A, No. 17, Pág. 47). 
 
A ello se suma que el modelo transicional pretende centrarse en el futuro otorgando 
una importancia fundamental a la búsqueda de mecanismos a través de los cuales se 
puede adquirir conciencia al implicado acerca del daño que causó, reconocer su 
responsabilidad e intentar reparar ese daño. (Rettber, 2001:123). 
 
 Se busca entonces además de todo una reconciliación entre víctima y victimario, 
basada en el perdón solicitado por este y obtenido con la voluntad de aquella (Morris: 
597), se busca una implicación más allá del castigo. (Botero, 2006:9). 
 
La Justicia transicional exige  equilibrar las exigencias contrapuestas de paz y 
justicia y se caracteriza por negociaciones políticas entre los diferentes actores, tendientes 
a lograr acuerdos satisfactorios para todas las partes como para que estas decidan aceptar 
la transición. 
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La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación ha advertido el alcance de 
la justicia transicional en el proceso penal advirtiendo que: 
 
“(…) el criterio de la reparación integral, fundamentado en la importancia y 
relevancia que ostentan los derechos humanos en el ámbito interno e internacional, 
debe ceñirse a los parámetros y postulados de justicia restaurativa (…), entre los que 
vale la pena destacar los siguientes: “(...) b. Que las reparaciones sean coherentes y 
complementarias con los otros componentes de la justicia transicional, es decir, con el 
esclarecimiento de la verdad, la reconstrucción de la memoria histórica, la aplicación 
de la justicia y las reformas institucionales, ya que sólo de esa manera se logrará el 
objetivo último de las reparaciones, que incluye la dignificación de las víctimas. “c. 
Que las reparaciones mantengan la integralidad interna, es decir, que logren un 
adecuado balance entre medidas individuales y colectivas, así como entre medidas 
materiales y simbólicas, ya que es la única manera de asegurar que las víctimas se 
sientan realmente reparadas. Así mismo, el concepto de reparación integral implica 
que las medidas de reparación contemplen la restitución, la indemnización, la 
rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición.  “d. Que la reparación 
sea adecuada, en el sentido de que las medidas de reparación deben estar acordes y se 
proporcionales con [las lesiones cometidas a los derechos humanos]. “e. Que las 
reparaciones sean efectivas, es decir, que se cumplan efectivamente en la realidad. 
“(…)” (COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN, 
2007:24-25). 
 
Es preciso entonces señalar que en Colombia la muestra fehaciente de la Justicia 
Transicional es el proceso de justicia y paz establecido en la Ley 975 de 2005, pues esta 
norma al igual que la justicia transicional busca llevar a cabo una trasformación social y 
política buscando una situación pacífica, situación que su vez es compleja pues implica la 
dificilísima tarea de equilibrar la justicia y la paz. Ello se traduce en señalar que son tan 
importantes los derechos de las víctimas como el de los procesados. Pero más allá de esto 
P o s i b l e s  r e t o s  d e  l a  S o c i e d a d  C i v i l  | 24 
existen tensiones entre las exigencias jurídicas internacionales relativas a los derechos a 
la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de crímenes de guerra o de lesa 
humanidad, y las restricciones impuestas por las negociaciones de paz llevadas a cabo por 
los actores armados con miras a lograr la paz.  
 
Teniendo presente lo anterior se tiene que organismos internacionales han 
aceptado la implementación del tipo de justicia transicional pero ha puesto límites a la 
misma siendo los mismos la reparación a las víctimas, así lo ha expresado la Comisión 
Interamericana de Derecho Humanos (CIDH):  
 
La CIDH insiste en la necesidad de que las autoridades del Estado colombiano, 
específicamente los órganos encargados de la administración de justicia y de la 
aplicación de la Ley de Justicia y Paz, apliquen con todo el rigor la Ley y la decisión 
de la Corte Constitucional a fin de que las víctimas y la sociedad colombiana puedan 
saber la verdad sobre la perpetración de los graves crímenes ocurridos durante las 
últimas décadas del conflicto armado interno. La implementación del régimen vigente 
sólo podrá satisfacer los estándares internacionales en la medida en que la imposición 
de las penas atenuadas resulte necesariamente subsidiaria a la obtención de la verdad, 
y no descanse exclusivamente o principalmente en la confesión de los imputados.  
(COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 2006) 
 
Por su parte la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cuanto a la 
aplicación de la justicia transicional, les ha recordado a los Estados que al suscribir la 
Convención Americana sobre derechos Humanos han aceptado tomar medidas razonables 
para la prevención de los derechos humanos; en caso de haberse presentado vulneración a 
los mismos debe llevarse a cabo una investigación seria que garantice la adecuada 
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reparación a las víctimas. (CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 
Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia de Fondo.). 
 
Ahora Naciones Unidas en el Conjunto de Principios actualizado para la protección 
y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad, 
reconocidos por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, conllevan a los 
Estados a garantizar la amplia participación de las victimas en un proceso judicial. 
(CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Suárez Rosero. 
Reparaciones. Sentencia de enero 20 de 1999. Serie C No. 44.). 
 
Y es que ha sido de tal impacto la implementación de la Justicia Transicional que la 
Organización de Naciones Unidas no ha escatimado esfuerzos para difundir su aplicación 
a través de sus informes y boletines informáticos en los siguientes términos:  
 
La justicia transicional como restaurativa están surgiendo como unas alternativas 
importantes al juicio y al encarcelamiento como medios de mantener a los delincuentes 
rindiendo cuentas, de una forma en que respondan a las necesidades de delincuentes, 
víctimas y de la comunidad. Confiar plenamente en el encarcelamiento como una 
respuesta a todos los delitos es una propuesta muy cara que de manera razonable no 
puede ser mantenida por ningún país. La justicia restaurativa conlleva una promesa 
como una alternativa efectiva a las respuestas tradicionales con respecto a los 
delincuentes. A menudo la tarea más difícil de todas es crear un "ambiente pro 
reforma", basado no sólo en miedos colectivos sino en el respeto a los valores 
democráticos y a los derechos humanos”. (ORGANIZACIÓN DE NACIONES 
UNIDAS: 2005). 
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Debe advertirse que la deontología de la justicia transicional es que hacer con una 
sociedad que enfrenta graves atentados contra los derechos humanos dentro de un 
esquema de conflicto armando, y es ahí, dónde surgen los interrogantes, ¿Deben ser 
castigados los presuntos responsables? ¿Deben existir beneficios y amnistías con tal que 
se sepa la verdad y se coadyuve con la justicia? 
 
Estos interrogantes como muchos otros no son de fácil respuesta dado que la 
sociedad civil colombiana ha enfrentado crímenes dolorosos y las víctimas se aferran a 
que se de una adecuada y eficaz justicia, ello por la tradición de que todo crimen debe ser 
reprimido con severidad, esta también es una cuestión de costumbres.  
 
Según nuestro criterio, ha ocurrido una transformación muy importante en la 
manera como en la actualidad se enfocan las transiciones de la guerra a la paz o de las 
dictaduras a las democracias, que justifica ampliamente la creación de la categoría 
Justicia Transicional (JTr). Y es que, si uno detalla la expresión, lo novedoso de la JTr 
consiste en la introducción del sustantivo "justicia". En efecto, dentro del recientemente 
creado paradigma de JTr, la justicia aparece como una exigencia que cualifica de manera 
importante los procesos transicionales, pero que a la vez se ve profundamente 
determinada por tales procesos. De esa manera, el concepto de justicia adquiere un 
significado y unas implicaciones particulares, que se distinguen no sólo de lo que 
significan e implican las exigencias de justicia en contextos de normalidad, sino que 
además se alejan de aquello que significaron e implicaron tales exigencias en procesos 
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transicionales anteriores a los que se han desarrollado en los últimos treinta años. (Saffon 
y Uprimny, 2006:6). 
 
La transición como modelo de justicia viene dada desde la Segunda Guerra 
Mundial tras la victoria de los aliados siendo considerada como el primer periodo de ella, 
seguido de diferentes situaciones y épocas importantes que se reseñan a continuación:  
 
Este es el caso de Teitel, quien realizó una juiciosa genealogía de la JTr y planteó 
la existencia de tres periodos históricos distintos: el periodo de la segunda posguerra, 
caracterizado por reconocer en el castigo de los violadores de derechos humanos un valor 
universal y exigible sin restricciones; el periodo posterior a la guerra fría, que hubo en 
cambio de confrontar la tensión entre las exigencias jurídicas de justicia y las necesidades 
políticas de paz; y la época actual, que demuestra una tendencia hacia la normalización 
de la justicia transicional y, en concreto, hacia el empleo del lenguaje del derecho de la 
guerra en contextos de paz, tal y como sucede en el caso del terrorismo (Teitel, 2003). A 
pesar de los aportes que hace Teitel en esta materia, nos separamos de sus planteamientos 
en algunos aspectos. Por una parte, pensamos que si bien las caracterizaciones que hace 
de cada modelo transicional son bastante precisas y enriquecedoras, en algunos casos 
resulta problemático reducir la clasificación de los procesos transicionales a una cuestión 
meramente histórica. En efecto, para ofrecer tan solo un ejemplo, aun cuando 
cronológicamente hablando ocurrieron en el periodo posterior a la Guerra Fría, las 
transiciones de Ruanda y Yugoslavia se adaptan al modelo de justicia retributiva propio 
de lo que Teitel denomina la primera época de la JTr. Por otra parte, desde la perspectiva 
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adoptada en este escrito, los tres modelos de Teitel se refieren más a formas de transición 
(en el sentido amplio del término) que a tipos específicos de JTr. De ahí que, para efectos 
de este documento, tan sólo el segundo periodo de JTr identificado por Teitel coincide 
con lo que aquí se comprende como el paradigma de JTr, pues sólo en aquél se evidencia 
el dilema que enfrenta la JTr, consistente en la necesidad de hallar un equilibrio entre las 
exigencias de justicia y paz, dilema que es el que, en nuestro concepto, le otorga 
especificidad a la novedosa categoría de JTr (ibídem). 
 
Ahora en todos los casos reseñados, la justicia transicional ha enfrentado duras 
críticas especialmente por la cuestión fundamental de encontrar una solución viable 
políticamente que, sin dar lugar a la impunidad, sí haga posible alcanzar una paz y una 
reconciliación nacional durables con la compleja tarea de encontrar un punto medio entre 
los polos de justicia retributiva plena, por un lado, y de impunidad absoluta, por el otro. 
 
En el ámbito Colombiano el legislador cuenta con un amplio margen de 
configuración, teniendo la facultad de establecer el diseño de la política criminal y el 
derecho penal, pero tal potestad encuentra sus límites en la Constitución Política y en las 
normas que integran el bloque de constitucionalidad.( CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia C-148 de 2005. M.P.: Álvaro Tafúr Galvis.). 
  
Es de tal importancia el denominado bloque de constitucionalidad que el examen 
de constitucionalidad de una norma se hace no sólo con referencia a lo establecido en la 
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Carta Política, sino también, en una serie de normas y principios no consagrados en ella 
pero que se integran al mismo.  
  
Ahora como se ha señalado precedentemente, se han tipificado delitos que son 
protegidos internacionalmente, como el genocidio, y al respecto se dio un análisis de 
constitucionalidad bajo los siguientes parámetros:  
 
“Dado que la Constitución Política no contiene disposiciones detalladas, ni 
definiciones, de los delitos de genocidio o tortura, para resolver los cargos formulados 
contra ambos tipos penales la Corte recurrió a las definiciones consagradas en 
tratados internacionales de derechos humanos que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, para efectos de determinar si el Legislador había desconocido los 
límites por ellas impuestos a su margen de configuración en materia penal. Así, luego 
de recordar que en Colombia es aplicable la cláusula de favorabilidad en la 
interpretación de los derechos humanos (contenida entre otras en el art. 4 del 
Protocolo de San Salvador) -de forma tal que “cuando  las normas constitucionales y 
legales  colombianas  ofrezcan una mayor protección al derecho fundamental de que se 
trate  éstas  habrán de primar sobre  el texto de los tratados internacionales, de la 
misma manera que siempre habrá de preferirse  en la interpretación de los mismos la 
hermenéutica que resulte menos restrictiva para la aplicación del derecho fundamental 
comprometido”-, la Corte procedió a resolver los cargos formulados así: (i) en cuanto 
a la palabra “grave” en el tipo de genocidio, la Corte constató que no había 
contradicción entre la disposición acusada y las normas internacionales que lo definen 
–la Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio y el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional- que también contienen esa misma expresión, 
por lo cual no hubo violación del art. 93” (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-
148 de 2005. M.P. Álvaro Tafur Galvis). 
 
Corolario de lo anterior, se tiene que al momento de diseñar la política criminal 
del Estado y al establecer los tipos penales y su sanción, el Legislador cuenta con un 
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margen de configuración amplio pero no ilimitado, respetando no sólo la Constitución 
Política, sino su interpretación a la luz de las normas que conforman el bloque de 
constitucionalidad. 
 
Partiendo de lo anterior en la República de Colombia existen diversidad de 
instituciones o entidades públicas encargadas de hacer efectivo el postulado judicial 
partiendo de la base de los jueces promiscuos municipales, que están ubicados en los 
municipios más pequeños, en segundo lugar los jueces penales municipales, en una 
tercera jerarquía están los jueces del circuito que se encargan de casos de mayor 
gravedad, a renglón seguido los jueces especializados, que se encargan de juzgar los 
delitos más complejos, los Tribunales Superiores del Distrito Judicial y finalmente  la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, máxima instancia de la jurisdicción ordinaria. 
 
En el año 2005 ya se creó un marco normativo para la aplicación de la justicia 
transicional, con ocasión del proceso de negociación con algunos grupos paramilitares y 
se adoptó la Ley 975 de 2005 que sirve como marco jurídico para la desmovilización. 
Esta ley, además, regula la realización de los procedimientos penales especiales que se 
deben adelantar en contra de aquellos desmovilizados que han cometido crímenes 
atroces, define el concepto de víctima, cuál es el alcance de sus derechos, y crea 
instituciones como la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. La Ley 
consagra particularmente una serie de beneficios que se han de analizar y que constituyen 
un serio problema de aplicación de la justicia transicional si no se sabe emplear 
adecuadamente y en respeto de los derechos de las víctimas.  
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Ahora la aplicación del proceso de justicia y paz se ha controvertido ampliamente 
en el país pues si bien es una muestra fehaciente de la justicia transicional y garantiza el 
derecho de las víctimas sin impunidad, para otros se trata de un mecanismo que por el 
contrario conlleva a que no se castiguen ni se reparen adecuadamente a las víctimas  
 
“Otros han afirmado que a pesar de contemplar estándares aceptables, puede llevar a 
la impunidad de facto debido a las “limitaciones de sus mecanismos de 
implementación” Para algunos, la ley y sus decretos reglamentarios son para los 
victimarios, pues no garantizan adecuadamente la realización de los derechos de las 
víctimas. La Ley ha sufrido importantes cambios desde su primera formulación. La 
propuesta inicial del Gobierno permitía que los desmovilizados no debieran cumplir 
con la pena que se les impusiera y no incorporaba garantías para los derechos de las 
víctimas. Esta propuesta fue objeto de serias críticas por parte de la sociedad civil, las 
organizaciones de derechos humanos y la comunidad internacional. La presión 
ejercida permitió que la ley aprobada en diciembre de 2005 –Ley 975 o Ley de Justicia 
y Paz– tuviera un esquema muy distinto al inicialmente planteado por el gobierno, de 
acuerdo con el cual los desmovilizados que hubieran cometido crímenes atroces 
deberían pagar una pena alternativa. Este cuerpo normativo usaba en la enunciación 
de los principios un lenguaje cercano a los derechos de las víctimas, pero no preveía 
mecanismos adecuados para garantizarlos. En 2006 la Ley fue demandada en varias 
ocasiones, por considerarla inconstitucional. Entonces vino la intervención de la Corte 
Constitucional, que mediante la sentencia C-370 le introdujo cambios importantes, 
como la exigencia de una confesión plena por parte del desmovilizado –tanto de los 
actos cometidos, como de los bienes que deberían servir para la reparación– para 
poder acceder a los beneficios consagrados a su favor. Esto hizo que la Ley se ajustara 
en lo esencial a los estándares internacionales en la materia. Sin embargo, sus 
mecanismos de implementación siguen siendo deficientes y en consecuencia los 
derechos de las víctimas pueden no ser satisfechos plenamente”.  (FUNDACIÓN 
PARA EL DEBIDO PROCESO LEGAL, 2010:107.). 
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Adicionalmente a lo anterior, el problema central de la aplicación de la justicia 
transicional, es cuando se han presentado graves violaciones al derecho internacional y a 
los derechos humanos, que se pueden resumir en lo siguiente: 
 
La Ley de Justicia y Paz y sus reglamentaciones posteriores ofrecen obstáculos 
normativos adicionales. Así, por ejemplo, la definición de víctima no incluye a quienes 
hayan sido afectadas por agentes del Estado y en la práctica solo cobija a víctimas de los 
paramilitares, pues estos constituyen el grueso de los desmovilizados en virtud de la Ley 
975 de 2005. De los 3.711 postulados reportados por la Fiscalía en marzo de 2009, 3.621 
pertenecían a las autodefensas y 90 a otros grupos armados ilegales –FARC, ELN, ERP y 
EPL–. Esto ha hecho que en Colombia tienda a crearse una especie de asimetría entre las 
víctimas, pues muchas de ellas pierden la posibilidad de acceder a los mecanismos 
creados para la satisfacción de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. El 
problema de acceso a la justicia para las víctimas se complica porque los servidores 
públicos no tienen suficiente conocimiento del marco jurídico que permite su 
reconocimiento y la satisfacción de sus derechos. Además, dicho marco resulta muy 
complejo y poco entendible para las víctimas 
 
En relación con los obstáculos organizacionales, hay múltiples factores que 
dificultan las investigaciones y juicios penales. Así, por ejemplo, las dificultades para 
acceder a zonas apartadas del territorio nacional en donde se presentan violaciones graves 
de los derechos humanos. Estas dificultades se pueden deber tanto a las características 
geográficas del territorio, como a la falta de vías de transporte adecuadas y las 
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limitaciones en recursos para asegurar las movilizaciones de los investigadores. La 
escasez de recursos contribuye además a dificultar el acceso a los medios técnicos de 
prueba. En el caso específico de la Ley de Justicia y Paz, una investigación reciente de la 
Fundación Social constata que las instituciones que deben implementarla no cuentan con 
“la infraestructura, los recursos físicos, técnicos y humanos para atender adecuadamente 
a las víctimas” lo cual hace que no puedan responder a la demanda de justicia que se ha 
generado1. 
 
1.1 La justicia transicional frente al derecho a las víctimas del conflicto 
armado  
  
Como la aplicación de la justicia transicional conlleva a la adopción de indultos y 
amnistías, se ha analizado ampliamente este aparte por organismos internacionales y por 
la misma Corte Constitucional, siendo un factor problemático en la aplicación de este 
modelo de justicia como se reseña a continuación, especialmente cuando se han cometido 
delitos de lesa humanidad y crímenes que conlleven a la grave violación de los derechos 
humanos.  
 
El Estado Colombiano  ha adquirido a nivel internacional una serie de 
compromisos que se reflejan en tratados de derecho público y convenios internacionales 
para la protección efectiva de los derechos humanos. Uno de los más relevante y con 
fuerza vinculante para el Estado, es la convención Americana sobre Derechos Humanos, 
                                                          
1 Ibídem 
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la cual se aplica dentro del sistema Regional de Protección de los mismos, teniendo como 
órganos que hacen efectiva su aplicación la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) .(Rey y 
Rey, 2005:4). 
 
Los pronunciamientos de la primera se traducen en recomendaciones para el 
Estado y la función de la Corte es además de ejercer como cuerpo consultivo de los 
Estados miembros de la Convención, es el órgano judicial del Sistema. (Vargas, 
1999:512). 
 
Teniendo entonces un esquema muy superfluo de las labores importantes que 
realizan los órganos del Sistema Interamericano de derechos humanos, del mismo se 
puede colegir la vinculación de sus pronunciamientos, que entre otros aspectos ha tocado 
la política criminal del Estado Colombiano realizando recomendaciones sobre los 
procesos de justicia que se adelantan y la observancia suprema de los derechos humanos.  
 
Así las cosas, la Corte IDH como la CIDH, respetan la configuración legislativa 
que cada Estado establece y ve como positivos los avances que el mismo tenga en 
relación con las víctimas y en procura de lograr una reparación integral, pues para estos 
organismos internacionales no sólo basta con que un Estado Parte de la Convención 
tipifique en su legislación un sin número de mecanismos judiciales para combatir el 
crimen y penalizar a los presuntos responsables, sino que cumpla a cabalidad con la 
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consagración de los recursos adecuados y efectivos2 para lograr la verdad, la justicia y la 
reparación a las víctimas de violaciones de derechos humanos. (ORGANIZACIÓN DE 
NACIONES UNIDAS: 2004.). 
 
De allí que surjan reparos por parte de la CorteIDH sobre la aplicación de indultos 
y amnistías cuando median graves violaciones a los derechos humanos o crímenes de lesa 
humanidad, porque bajo estos aspectos la negociación no es una opción que garantice la 
reparación a las víctimas y en especial la reparación integral. Ello lo expresó la Corte en 
un caso colombiano como es Manuel Cepeda vs. Colombia, en sentencia de fondo 
señalando taxativamente que el Estado debe realizar con especial diligencia, la 
indagación por la interacción del grupo ilegal con agentes estatales y autoridades civiles, 
la investigación exhaustiva de todas las personas vinculadas con instituciones estatales y 
de miembros de grupos paramilitares que pudieron estar involucrados, por lo que la 
concesión de cualquier beneficio administrativo o penal no DEBE generar ningún tipo de 
obstáculo para una debida diligencia en las investigaciones de criminalidad asociada a la 
comisión de violaciones graves de derechos humanos. (CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Caso Manuel Cepeda 
Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sección V, 
Serie C No. 216. Nota de pie de página No. 316.). 
 
                                                          
2 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Caso Velásquez Rodríguez, 
Sentencia de 29 de julio de 1988. Sentencia de Fondo. 
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Ahora vale la pena traer acotación  que el interés del Estado en cuanto a la política 
criminal va dirigida esencialmente a adoptar un conjunto de respuestas necesarias para 
hacerle frente a conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con 
el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos 
de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción. CORTE CONSTITUCIONAL. 
Sentencia C-936 de 2010).  
 
Teniendo en cuenta lo anterior y las recomendaciones internacionales, la política 
criminal no debe basarse sólo en el establecimiento de penas, sino que puede en algún 
momento conceder beneficios a quienes cooperen con la justicia pero a su vez a quienes 
garanticen la reparación integral de las víctimas, pues el derecho a la justicia de las 
mismas en violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos3 se deriva de la 
obligación del Estado de investigar, juzgar y condenar a los responsables de dichas 
violaciones, por lo que lo primero es sancionar proporcionalmente a quienes han 
cometido dichos delitos y si pueden haber amnistías e indultos, pero no pueden ser 
aplicadas a quienes participaron en la comisión de crímenes atroces, como el genocidio o 
el desplazamiento forzado.  
 
Sobre el particular, se tiene que la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el Caso de Barrios Altos contra Perú, determinó que los crímenes internacionales de 
carácter imperativo o inderogable, los consagrados en el Estatuto de Roma de la Corte 
                                                          
3
http://www.derechoshumanos.gov.co/observatorio/04_publicaciones/confluencia.pdf, 
consultado el 26 de septiembre de 2014. 
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Penal Internacional, el genocidio, la tortura, la desaparición forzada de personas y las 
ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias. Resultan pues inadmisibles las 
disposiciones de amnistía, que pretendan impedir la investigación y sanción de los 
responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las 
ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas 
prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. (CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. Caso Barrios Altos, Sentencia de 3 de septiembre de 2000. 
Párrafos. 41, 43 y 44.).  
 
Adicionalmente en el sentido de la prohibición de amnistiar estos crímenes 
internacionales se ha manifestado tanto el Secretario General de las Naciones Unidas 
como el Comité de Derechos Humanos de la ONU4. 
 
La jurisprudencia interna, en especial la Corte Constitucional ha hecho referencia 
a la amnistía en crímenes de lesa humanidad o violaciones graves a derechos humanos 
repudiando al Estado la concesión de auto amnistías abiertas o encubiertas5.  
 
Todo lo anterior lleva a inferir que la víctima merece especial protección dentro 
de la política criminal del Estado, y más entratándose de crímenes atroces o 
internacionales y tienen el derecho inalienable a saber la verdad y a que se haga justicia, a 
                                                          
4 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS. Informe de agosto de 2004 ante la Asamblea General de la 
ONU. 
5 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-821 de 2007. 
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lo cual se suma que la obligación de investigar con diligencia las graves violaciones de 
derechos humanos y comunicar a la víctima o a sus familiares el resultado de las 
investigaciones6, fue exigida por la Corte Interamericana, que como se dijo 
precedentemente es un organismo del sistema Interamericano de Derechos Humanos y el 
Estado Colombiano  ha reconocido en ella la competencia contenciosa, además de 
aceptar y adherirse a la Convención Americana que lo obligan como Estado a proteger 
los derechos de las víctimas. (CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. Caso Velásquez Rodríguez, sentencia de 29 de julio de 1988.  Caso Myrna  
Mack Chang. Caso Barrios Altos. Casos 19 Comerciantes Vs. Colombia, Sentencia de 5 
de Julio de 2004 y Masacre de Mapiripán vs. Colombia, Sentencia del 15 de septiembre 
de 2005. Caso de la Comunidad Moiwana, sentencia del 15 de junio de 2005.). 
    
Cabe entonces mencionar que las investigaciones judiciales, para satisfacer los 
estándares constitucionales e internacionales de lucha contra la impunidad7, deben ser 
serias, imparciales y exhaustivas de forma tal que no respondan a una mera formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa, sino que conlleven a una adecuada reparación 
integral de las víctimas. (CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
Caso Blake, (Reparaciones). Sentencia de enero 22 de 1999).  
 
 
                                                          
6
 COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informes sobre los casos de Argentina 
(Informe Nº 28/92) Chile (Informes Nº 34/96, 36/96, 25/98,) y El Salvador (Informe Nº 136/99). 
7 Naciones Unidas. Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos 57º 
período de sesiones E/CN.4/Sub.2/2005/17, 28 de junio de 2005. 
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1.2 Esquema internacional de reparación a víctimas  
 
Ahora bien, dentro de los principios expedidos por Naciones Unidas en cuanto al 
tema de la reparación, se manejan básicamente cinco modelos de reparación que 
conllevan a la denominada reparación integral, son ellos:  
a) La restitución: “consiste en reponer la situación a su estado original y está 
orientada a “restablecer la situación existente antes de la violación de derechos 
humanos o del derecho internacional humanitario”. (ORGANIZACIÓN DE NACIONES 
UNIDAS, 2004). 
b) La rehabilitación: “se orienta a la recuperación de las personas mediante la 
atención médica y psicológica, así como garantizar la prestación de servicios jurídicos y 
sociales necesarios para esos fines”8. 
c) La indemnización o compensación: “se refiere a la “compensación por todo 
perjuicio que resulte como consecuencia de una violación [...] y que fuere evaluable 
económicamente”; y comprende tanto el lucro cesante (lucrum cessans) como el daño 
emergente (damnum emergens)”9. 
d) La satisfacción y garantía de no repetición: “se incluyen varias medidas que 
apuntan a una reparación simbólica y otras orientadas a la prevención de violaciones, 
construyendo las condiciones para evitar la repetición de las mismas”10. 
 
                                                          
8
 Ibíd. 
9 Ibíd. 
10
 Ibíd. 
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Se ha dejado claro por parte de Naciones Unidas con el establecimiento de los 
principios en mención y con la adopción además en el año 2006 de los “Principios sobre 
reparación a víctimas del conflicto armado y de abuso de poder”,  que es deber de todo 
Estado de reparar el daño que se le ha ocasionado a una persona, y que dicha reparación 
no es netamente pecuniaria, pues es tan importante esta medida, como el hecho de poner 
en conocimiento la verdad de los hechos, como un derecho que tienen las victimas y 
como una forma de reparación no solo individual sino también colectiva11 y de 
satisfacción, (COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe 
136/99, 22 de diciembre de 1999, párrafo 221pues de no hacerlo de esta manera, se 
constituiría una clara violación al Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos)12. 
 
Por ello, se pretende con la adopción de estos principios y medidas de reparación, 
no una exclusión de las modalidades existentes en la actualidad, sino que las mismas se 
apliquen de conformidad con el principio de reparación integral, buscando hacer 
efectivos los tratados internacionales que consagran varios principios fundamentales, 
tales como: 
 
 Que la reparación debe ser suficiente, efectiva, rápida y proporcional a la 
gravedad de las violaciones y a la entidad del daño sufrido. 
                                                          
11
 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, informe n.° 37/00, 13 de abril de 
2000. 
12
 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS, Caso Helena Quinteros contra 
Uruguay, comunicación 107/81, párr. 14 y 16 
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 Cuando el responsable de la violación no pueda o no quiera cumplir con 
sus obligaciones, los Estados deben esforzarse por resarcir a la víctima. 
 Cuando el Estado haya resarcido a la víctima por una violación que no le 
sea imputable, quien la haya cometido deberá resarcir al Estado. 
 El Estado debe garantizar la ejecución de las sentencias nacionales e 
internacionales que impongan reparación a personas o entidades privadas responsables de 
violaciones. 
 
Estas obligaciones entonces buscan que los Estados Parte de los instrumentos 
internacionales, determinen los mecanismos adecuados y eficientes mediante los cuales 
las victimas puedan recibir la reparación a la que tienen derecho, y como una directriz 
principal: “el Estado debe respetar su obligación de reparar cuando sus funcionarios 
sean responsables por acción o por omisión en los hechos, o cuando el responsable de 
éstos no cumpla con su obligación de reparar. Con este propósito, los Estados deberían 
crear fondos nacionales para resarcir a las víctimas y buscar otras fuentes de 
financiación cuando fuera necesario para complementarlos”13.  
 
Además de ello, las reparaciones siempre deben tener como teleología, el libre 
ejercicio de los derechos humanos y las libertades, ese libre ejercicio se manifiesta y está 
                                                          
13
 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Alto Comisionado de Naciones Unidas en Colombia. 
“Derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral en caso de violaciones graves a los 
derechos humanos”. Intervención del señor Michael Frühling, Director de la Oficina en Colombia 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Bogotá, 2004 
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a cargo de los miembros de la Fuerza Pública tal como se estipula en el artículo 221 de la 
Constitución Política de Colombia. 
 
Ahora en cuanto al Sistema Interamericano de Derechos Humanos se refiere, la 
responsabilidad de hacer efectiva la reparación se encuentra estipula en la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, cuyo imperativo es del siguiente tenor: “Los 
Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social” . obligación que se 
reitera en su artículo 2 al imponer la obligación  de Adoptar Disposiciones de Derecho 
Interno  con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades.  
 
Por ello la responsabilidad internacional de los Estados Parte de la Convención, se 
fundamenta básicamente en estos dos artículos, pues el primero determinará si se ha 
configurado una vulneración a los derechos humanos reconocidos en la Convención, y 
que la misma sea atribuible a un Estado Parte, comprometiendo no sólo su 
responsabilidad sino conduciéndolo indisolublemente a la reparación del daño 
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infringido14. Y el segundo obliga al Estado, a establecer dentro de las normas de derecho 
interno recursos adecuados y efectivos que apliquen de manera armónica los postulados 
consagrados en la CADH, dentro de los cuales el deber de reparación será obligatorio e 
inmodificable. 
 
De otro lado, el artículo 63 de la CADH, impone de manera expresa el deber de 
reparación15 del Estado Parte, señalando: “Artículo 63  1. Cuando decida que hubo 
violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá 
que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados.  
Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la 
medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una 
justa indemnización a la parte lesionada”. 
 
Hay pues entre estos artículos, una indisociabilidad entre los deberes consagrados 
de manera general en los artículos 1 y 2 y el expreso deber de reparación consagrado en 
el artículo citado precedentemente; dicha indisociabilidad se manifiesta:” en la 
obligación del Estado de tomar medidas positivas de protección efectiva (effet utile) de 
los derechos humanos de todas las personas sometidas a su jurisdicción. Una vez 
configurada la responsabilidad internacional del Estado, cuya fuente (fons et origo) 
puede residir en un hecho - acto u omisión - ilícito internacional (…), encuéntrese el 
Estado en cuestión bajo el deber de hacer cesar la situación violatoria generada, así 
                                                          
14
 Corte I.D.H. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre  de 2003, párr. 76. 
15
 Corte I.D.H. caso Durand y Ugarte contra Perú, sentencia del 3 de diciembre de 2001, párr. 24 
y Caso Barrios Altos contra Perú, sentencia del 30 de noviembre de 2001, párr. 24 
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como, en su caso, de reparar las consecuencias de la situación lesiva creada” 
(CANÇADO TRINDADE,  2001). (Se resalta) 
 
Una vez contextualizado el fundamento normativo de la reparación en el marco 
del Sistema Interamericano, es apropiado señalar y entrar a dilucidar las directrices que 
los órganos del Sistema han señalado en materia de reparación.  
 
Como bien se conoce, los organismos que conforman el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos, son la Comisión Interamericana y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, estos dos órganos han realizado el ejercicio hermenéutico sobre la 
Convención estableciendo  el cuándo, el cómo y las modalidades de reparación que 
conllevan a que la misma sea integral.  
 
Dentro del sistema y tomando como base la jurisprudencia de la CORIDH, se ha 
considerado la reparación  como: “Un principio de derecho internacional, e incluso una 
noción general del derecho, que toda violación de un compromiso implica la obligación 
de reparar. La reparación debe, en cuanto sea posible, eliminar todas las consecuencias 
del acto ilícito y restablecer la situación que, con toda probabilidad, habría existido si el 
acto no se hubiese cometido. Restitución in natura o, si esto no es posible, pago de una 
suma equivalente al valor que tendría la restitución." (Rey y Rey: 93). (Se resalta) 
 
Así las cosas, la CORIDH ha establecido diversas formas de reparación más 
cercanas al principio de la “restitutium integrum” , buscando la plena restitución de los 
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derechos violados, “que se obtiene con el restablecimiento de la situación anterior a la 
violación, cuando ello es posible, adecuado y suficiente”16, pues en el caso de las 
comisión de delitos graves como la desaparición forzada, es física y moralmente 
imposible colocar a las víctimas en el estado en que se encontraban antes de su 
acontecimiento.  
 
1.3 la justicia restaurativa en el marco nacional e internacional  
 
La Justicia Restaurativa en el sistema jurídico aparece como un modelo 
alternativo y crítico del procedimiento penal general, que busca no sólo la aplicación de 
un castigo por la comisión de la conducta punible, sino la reparación de la víctima y la 
resocialización del victimario, aplicando allí un doble sentido que analiza las partes 
presentes en un juicio penal, sobre el particular se advierte: “En ese sentido, todos los 
autores y grupos que la defienden coinciden en propugnar que el derecho penal deje de 
centrarse en el acto criminal y en su autor, y gire la atención hacia la víctima y el daño 
que le fue ocasionado”
17
 
 
Se constituye entonces la Justicia Restaurativa, en un mecanismo alternativo de 
contrarrestar las conductas punitivas, que algunos doctrinantes advierten que puede suplir 
la justicia transicionalii, más otros sostienen que puede complementarla y no 
desaparecerla, pues la aplicación integral de la justicia restaurativa no puede aplicarse sin 
                                                          
16 CENTRO POR LA JUSTICIA Y EL DERECHO INTERNACIONAL. “La reparación en el Sistema 
Interamericano de Protección de Derechos Humanos”, Gaceta 2004 No. 2 p. 1 
17
 Ibídem. 
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analizar el contexto de las sociedades donde se aplicará y bajo el procedimiento que ha de 
investigar la comisión de la conducta punible. 
 
Ya internamente, la Corte Constitucional ha hecho un minucioso estudio de la 
justicia restaurativa los alcances y su aplicación en el ámbito internacional, analizándose 
a continuación, la aplicación de la justicia restaurativa en el procedimiento penal, 
estipulado en la Ley 906 de 2004. Aunque, como se recuerda, la introducción de la 
justicia restaurativa en el Estado Colombiano  se dio a través del Acto Legislativo No. 
003 de 2005. 
 
Es tan importante el alcance de la justicia restaurativa, que su análisis no ha 
escapado del ámbito internacional, siendo la primera manifestación del mencionado 
análisis, el Décimo Congreso de Naciones Unidas sobre la “Prevención del delito y 
tratamiento del delincuente”, celebrado en el año 2000, fue de tal impacto la reunión que 
se difundieron en julio de la misma anualidad los “Principios básicos sobre la utilización 
de programas de justicia restaurativa en materia penal”, consagrados en la Resolución 
No. 2000/14 del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, solicitando a los 
Estados Miembros la difusión de la Resolución.  
 
La Resolución hace especial énfasis en los programas contentivos de la justicia 
restaurativa incitando a los Estados Miembros de la ONU al “desarrollo de una cultura 
propicia para su utilización entre las autoridades policiales, judiciales, organizaciones 
sociales y las comunidades locales”. (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-979 de 
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2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño). Se hace especial referencia de manera internacional 
en la CONCILIACIÓN como una de las muestras más fehacientes de la justicia 
restaurativaiii.  
 
El grupo de expertos de la ONU, ha demarcado el camino para la aplicación de la 
justicia restaurativa en el procedimiento penal, realizando observaciones y 
recomendaciones que son importantes traerlas a colación. La primera de ellas, la 
importancia de la justicia restaurativa como complemento de la justicia penal, la 
revaluación del sistema punitivo del Estado y el vínculo que se crea en el proceso penal 
entre víctima y victimario, la introducción de la justicia restaurativa mediante 
prescripciones legales analizando la ideología social y cultural de cada Estado en el que 
ha de implementarseiv.  
 
Colombia no ha sido ajena al análisis de la Justicia restaurativa dentro del proceso 
penal, esta figura ha sido analizada por la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, quien advierte que el alcance de la misma está en brindar una reparación 
integral18 a las víctimas, señalando puntualmente lo consecuente:  
 
“(…) el criterio de la reparación integral, fundamentado en la importancia y relevancia 
que ostentan los derechos humanos en el ámbito interno e internacional, debe ceñirse a 
los parámetros y postulados de justicia restaurativa (…), entre los que vale la pena 
destacar los siguientes:  
                                                          
18
 Sobre el particular: CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCION III, Sentencia del 20 de febrero de 2008. Accionante MARIA DELFA CASTAÑEDA Y 
OTROS, C.P.: ENRIQUE GIL BOTERO. 
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“(...) b. Que las reparaciones sean coherentes y complementarias con los otros 
componentes de la justicia transicional, es decir, con el esclarecimiento de la verdad, la 
reconstrucción de la memoria histórica, la aplicación de la justicia y las reformas 
institucionales, ya que sólo de esa manera se logrará el objetivo último de las 
reparaciones, que incluye la dignificación de las víctimas.  
 
“c. Que las reparaciones mantengan la integralidad interna, es decir, que logren un 
adecuado balance entre medidas individuales y colectivas, así como entre medidas 
materiales y simbólicas, ya que es la única manera de asegurar que las víctimas se 
sientan realmente reparadas. Así mismo, el concepto de reparación integral implica que 
las medidas de reparación contemplen la restitución, la indemnización, la rehabilitación, 
la satisfacción y las garantías de no repetición.  
 
“d. Que la reparación sea adecuada, en el sentido de que las medidas de reparación 
deben estar acordes y se proporcionales con [las lesiones cometidas a los derechos 
humanos].  
 
“e. Que las reparaciones sean efectivas, es decir, que se cumplan efectivamente en la 
realidad.  
 
“(…) g. Que la reparación sea proporcional al daño cometido y esté acorde con los 
perjuicios causados.  
 
“(…)” (COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN, 
2007:.24-25.). (Negrilla y subraya fuera de texto) 
 
1.4 Mecanismos de la justicia restaurativa 
 
La introducción en Colombia hacía el Sistema Penal Acusatorio mediante la Ley 
906 de 2004, introdujo los primeros rasgos de la justicia restaurativa y ciertos 
mecanismos mediante los cuales se hace efectiva.  
P o s i b l e s  r e t o s  d e  l a  S o c i e d a d  C i v i l  | 49 
Sea lo primero señalar que internamente además del Acto Legislativo No. 003 de 
2005, la Constitución Política de Colombia, en el artículo 250 numeral 7 determinó la 
fijación mediante Ley de los instrumentos de justicia restaurativa, siendo regulados por el 
Legislador en los artículos 518 a 527 de la mencionada norma, en líneas anteriores, 
definiéndola como: “(…) aquél proceso en que la víctima y el imputado, acusado o 
sentenciado, participan conjuntamente y de forma activa en la resolución de cuestiones 
derivadas del delito. Su objetivo es el de buscar un  resultado restaurativo” (Ley 906 de 
2004, art. 518),  siendo los ejes de este tipo de justicia la reparación la restitución y el 
servicio a la comunidad.  
 
Ahora bien, en Colombia se ha dicho que opera la justicia restaurativa en el 
proceso penal en la conciliación prejudicial, el incidente de reparación integral y 
finalmente la mediación, mecanismos estos estipulados en el artículo 521 del Código de 
Procedimiento Penal.  
 
No escapa a la consideración de la Corte Constitucional, que el ámbito y las 
posibilidades de la aplicación de la justicia restaurativa no se agota en esas tres 
modalidades. El análisis se centrará en estos tres supuestos, en cuanto recogen los casos 
por los que optó el legislador, aunque la justicia restaurativa, en términos universales, es 
mucho más amplia en posibilidades. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se procederá a analizar de manera sumaria las 
figuras anteriormente mencionadas, dado que no es del alcance del presente escrito 
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analizar la aplicación de estas figuras jurídicas. Ahora bien, se hará especial énfasis en el 
incidente de reparación integral, que aplica en el caso de la justicia penal militar de 
manera completa.  
 
1.5Conciliación  
 
Se tiene como primer mecanismo, la conciliación, que jurídicamente se establece 
como un mecanismo alternativo de solución de conflictos, mediante el cual las partes, 
acuden ante un tercero imparcial con el fin de llegar a un acuerdo conciliatorio, 
contemplando compromisos cuya finalidad es superar el conflicto.  
 
Ahora bien, cabe aclarar que la conciliación en materia penal opera sólo respecto 
de aquellos delitos querellables, respecto de estos delitos y en concordancia con el nuevo 
sistema penal acusatorio opera como requisito de procedibilidad para iniciar la acción 
penalv  
 
La conciliación puede coadyuvar en la reparación de las víctimas, situación esta 
tan exigida en el ámbito internacionalvi, siendo considerada como un mecanismo que 
permite a las víctimas satisfacer sus intereses de justicia y verdad, sin enfrentarse a un 
procedimiento penal.  
 
- 1.6 El Incidente de reparación integral   
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Dentro del proceso penal la  Constitución Política de Colombia, exigió la 
presencia de las víctimas de los delitos  en el mismo, pudiendo intervenir con la finalidad 
de lograr el restablecimiento de los derechos, la verdad, la justicia y la reparación, por lo 
que en cumplimiento de la disposición constitucional, el legislador introdujo en la 
multicitada Ley 906 de 2004, en sus artículos 102 a 108, el denominado incidente de 
reparación integral – que en el caso del procedimiento penal militar viene a ser regulado 
en los artículos 266 y siguientes- siendo considerada la víctima como interviniente dentro 
de la actuación, abandonando su papel de parte. 
 
De tal envergadura es esta etapa en el proceso penal, que se ha dicho del mismo 
que constituye para las víctimas “el escenario central para la garantía de sus derechos 
de reparación integral y adecuada” (Corte constitucional, Sentencia C-979 de 2005.). Es 
suficiente para intervenir en el incidente que la víctima realice la solicitud expresa o en su 
lugar lo haga el Fiscal o el agente del Ministerio Público. 
 
Esta etapa del proceso evidencia la aplicación de la justicia restaurativa, en cuanto 
permite una eventual conciliación entre las partes, permitiendo que no sólo la víctima 
obtenga el resarcimiento de los perjuicios ocasionados, sino que el victimario pueda 
obtener su perdón y pueda conllevar ello a la resocialización.  
 
En el incidente de reparación integral, se evidencian los postulados de una justa 
reparación, el derecho de las víctimas a obtener la verdad, la justicia y la reparación: 
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“De ahí que ostenten la calidad de sujetos procesales. En directa relación con lo 
anterior, debe entenderse que el complejo del debido proceso –legalidad, debido 
proceso en sentido estricto, derecho de defensa y sus garantías y el juez natural- se 
predican de igual manera para la parte civil. En punto al derecho a la justicia y a la 
verdad resulta decisivo establecer si una conducta punible atribuida a un militar es un 
acto relacionado con el servicio, pues la responsabilidad derivada de la existencia o no 
de la mencionada relación será distinta. Así mismo, el primer elemento para conocer la 
verdad de lo acaecido y establecer quienes son los responsables depende, en buena 
medida, de que se determine si el acto reunía dichas calidades.  Así, la Corte estima que 
le asiste a la parte civil un interés –derecho- legítimo en que el proceso se tramite ante 
el juez natural” (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-1184 de 2001. M.P.: 
Eduardo Montealegre Lynnet). 
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CAPÍTULO II: LA JUSTICIA TRANSICIONAL Y SU APLICACIÓN EN 
LOS DIÁLOGOS DE PAZ CON LA GUERRILLA DE LAS FARC EN LA 
HABANA 2013-2014. 
 
2.1 Antecedentes históricos de diálogos de paz en la República de Colombia  
 
1. DIÁLOGOS DE BELISARIO BETANCUR. 
 
Gran parte del fracaso de los diálogos de paz que intentó este presidente de 
Colombia en el periodo de 1982-1986 con las Farc, la Autodefensa Obrera ADO, el EPL 
y el Movimiento 19 de abril M-19 se debió a la falta de apoyo del bipartidismo de la 
época.  
 
Esa oportunidad fue la primera vez en la que se intentaron diálogos de paz, el 19 
de septiembre de 1982 reconstruyó la Comisión de Paz, que había sido constituida por el 
presidente Julio César Turbay Ayala al final de su periodo, encargada de adelantar los 
diálogos y fue promulgada la Ley 35 de 1982 que otorgaba amnistía a”artículo 1. 
Concédase amnistía general a los autores, cómplices o encubridores de hechos 
constitutivos de delitos políticos cometidos antes de la vigencia de la presente Ley.” Las 
fuerzas armadas mostraron una reticencia a dicha Ley.  
 
Comenzó una persecución política a los desmovilizados y amnistiados que se 
unieron en un partido político llamado Unión Patriótica, UP, constituido el 28 de Marzo 
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de 1985, asesinando dirigentes e integrantes del partido, hasta llegar a quitarles  su 
presencia en el escenario político, pues perdió su personería jurídica, según el colectivo 
memoria y dignidad “desde 1986 hasta el año 2000 se produjeron por lo menos 3.000 
homicidios” por lo que muchos tuvieron que salir del país para refugiarse de dicha 
amenaza inminente. 
 
A raíz de lo anterior se tipificó como delito el genocidio impropio, por ideologías 
políticas. 
 
2. .MODIFICACIONES DE VIRGILIO BARCO VARGAS. 
 
Fue presidente entre 1986-1990, se centró en los diálogos con el EPL, ello sin 
dejar de luchar contra el narcotráfico, creó la Consejería Presidencial para la Paz, su 
periodo fue muy severo en extradiciones, lo que desencadenó un periodo de fuerte 
violencia en el país, su propuesta fue conocida como iniciativa para la paz, el exterminio 
de la UP fue uno de los limitantes más grandes para que este proceso tuviera éxito 
alguno. 
 
3. CÉSAR GAVIRIA TRUJILLO. 
 
Fue presidente en el periodo de 1990 a 1994, fue quien concluyó la firma del 
acuerdo de paz con el PRT que inició el gobierno de Virgilio Barco, igual que la 
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desmovilización del EPL, igual que de una porción de ELN, del "Quintín Lame", que fue 
un grupo indígena y entrega a gran escala de armamento. 
Las negociaciones se retrotrajeron a raíz del secuestro al ex ministro Argelino 
Durán Quintero, quien falleció en cautiverio. 
 
4. ERNESTO SAMPER PIZANO. 
 
Presidente en el periodo de 1994-1998, inició las conversaciones de Maguncia, 
llevado a cabo con el ELN y el EPL se buscaba que se implementara la convención 
nacional, creó el alto comisionado para la paz. Es importante resaltar que hubo 
participación ciudadana en este proceso 
 
5. CONCESIONES DE ANDRÉS PASTRANA. 
 
Fue presidente de la República de Colombia entre 1998 y 2002, las negociaciones 
se instalaron de manera formal el 7 de agosto de 1999, propuso el último diálogo, 
excluyendo el actual, con la guerrilla de las Farc, para ello se garantizó la zona de 
distensión, consistente en un área de 42 mil kilómetros cuadrados desmilitarizados. Dicho 
proceso fue intermitente y suspendido en repetidas ocasiones. 
 
El 20 de febrero de 2012 se decretó que se levantaría el beneficio de la zona de 
distención porque la misma fue utilizada para efectuar actos propios del enemigo. 
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6. ÁLVARO URIBE VÉLEZ. 
 
Gobernó dos periodos presidenciales, entre 2002 y 2010, adelantó un proceso de 
desmovilización con las Autodefensas Unidas de Colombia, AUC, que hoy alberga 
grandes dudas ante la efectividad de las mismas, en parte por el homicidio de civiles que 
el Ejército hacía pasar como integrantes, igualmente fingiendo la calidad de agentes de 
grupos al margen de la ley para efectos de desmovilización. 
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CAPÍTULO III: LOS DIÁLOSOS DE PAZ CON LAS FUERZAS 
ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA 
 
La situación de conflicto armado en la República de Colombia se enmarca en una 
lucha política y violenta que ha azotado al país por más de 60 años. En ella convergen 
diferentes actores tales como la guerrilla, el paramilitarismo, las bandas criminales y 
delincuencia común, evidenciándose casos de atentados contra la población civil y 
vulneración sistemática de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 
 
Este panorama le ha exigido al Gobierno preocuparse por las víctimas y su 
reparación integral, no siendo suficiente el esfuerzo que se realice por castigar a los 
responsables, sino la medida tendiente al restablecimiento de los derechos y a la 
satisfacción de las necesidades de quienes no forman parte del conflicto armado. Empero 
se le ha exigido el restablecimiento del orden público y una salida al conflicto armado, 
especialmente con la guerrilla de las FARC, que vaya aparejada de una efectiva 
reparación integral. 
 
Y es que dentro de toda salida negociada al conflicto armado, la situación que es 
de relevancia manifiesta es el tratamiento que se le vaya a dar a las víctimas, quienes día 
tras día exigen el cumplimiento de la protección especial por parte del Estado, pues 
además de una desprotección total y de falta de garantías que resguarden sus derechos, 
están sometidas a todo tipo de vejámenes y contextos de desplazamientos forzados, 
masacres y vulneración de sus derechos humanos. 
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Se suma a ello, la falta de medidas eficientes por parte de las Autoridades 
Estatales para proteger de manera adecuada a las víctimas de los delitos perpetrados por 
los integrantes de las FARC, pues la reparación debida a las mismas, no es en Colombia, 
ni adecuada ni eficaz pese al marco legal que se ha concretado en los últimos años.  
 
Así las cosas y para una mejor comprensión del tema a investigar  se hace 
necesario precisar los aspectos dentro de los cuales se desarrollara el presente trabajo de 
investigación, teniendo como eje del problema el siguiente cuestionamiento ¿CUÁLES 
SON LOS PRESUPUESTOS PARA LA APLICACIÓN DE LA JUSTICIA 
TRANSICIONAL EN LOS DIÁLOGOS DE PAZ CON LA GUERRILLA DE LAS 
FARC EN LA HABANA CUBA? Frente a este interrogante se tiene como primera 
hipótesis, el hecho de que aún en el marco de la justicia transicional, donde se aplican 
amnistías a los perpetradores de crímenes graves, se ha establecido que no opera la 
concesión de dichos beneficios cuando se trata de crímenes de lesa humanidad, donde la 
reparación integral a las víctimas es la parte fundamental. 
 
Además, es preciso tener en cuenta que El Estado social de derecho adoptado en 
la República de Colombia  mediante la Constitución Política de 1991, requiere y exige al 
Estado garantizar a los habitantes el más alto nivel de vida con calidad y efectivizando 
los derechos fundamentales de las personas, situación que se desdibuja al vivir 
actualmente dentro de un conflicto armado que no ha sido combatido efectivamente, es 
decir, la persecución de los grupos al margen de la ley por parte de la justicia no ha sido 
efectiva para conjurar las situaciones fácticas que se dan en el mismo y que llevan a la 
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vulneración sistemática, se repite, de los derecho humanos y del DIH, con el aliciente que 
los organismos internacionales ya se han pronunciado al respecto, haciendo varios 
reparos y recomendaciones al Estado colombiano.  
 
Así las cosas, la lucha contra este tipos de situaciones y la generación de delitos 
no castigados que se traducen en impunidad, no es sólo función exclusiva de la justicia 
penal sino que la misma se logra de manera articulada con elementos como la 
rehabilitación, la reparación integral de la víctima y la reforma institucional, que es el 
objetivo principal de la Justicia teniendo presente que pueden existir limitaciones a la 
capacidad de los gobiernos para adoptar ciertas medidas de justicia, la principal limitante 
es entonces el derecho de las víctimas y su integral reparación
19.  
 
Se tiene entonces que es indispensable bajo el esquema de vulneración de 
derechos de las víctimas en Colombia, se analicen la aplicación de la reparación integral 
que comprende los aspectos de justicia, verdad y reparación y su posible choque con los 
postulados de la justicia transicional.  
 
Así las cosas, la importancia de esta investigación radica entonces en determinar 
la aplicación de la justicia transicional en los diálogos de paz con la guerrilla de las 
FARC y su contraposición a las medidas de verdad, justicia y reparación de las víctimas 
de conflictos armados, partiendo primero de la base conceptual de que es y cómo se 
aplica la justicia transicional, sus generalidades, para estudiar posteriormente las 
                                                          
19
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-370 de 2006. 
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modalidades de reparación integral y engranaje entre la dualidad de obtener un orden 
social pacífico y la atención a las victimas bajos los parámetros internacionales. 
 
Para ello, se tomaran en cuenta fuentes secundarias, tales como la doctrina sobre 
la aplicación de la justicia transicional, así como los pronunciamientos de las altas cortes 
judiciales en Colombia y las recomendaciones de los organismos internacionales de 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 
P o s i b l e s  r e t o s  d e  l a  S o c i e d a d  C i v i l  | 61 
9. CONCLUSIONES 
 
Todo proceso penal, pretende dos objetivos fundamentales dentro del nuevo 
contexto legal y a la luz de los tratados internacionales, en primera instancia conjurar el 
delito cometido aplicando las correspondientes penas a quienes han sido parte de la 
comisión de una conducta punitiva, pero a renglón seguido y como centro del 
procedimiento penal ordinario y por tanto del proceso penal militar es buscar la 
reparación integral de las víctimas de los delitos.  
 
Lo anterior significa que no se agota la potestad punitiva del Estado en castigar y 
perseguir el delito, esto en la justicia retributiva, sino que busca que quienes se vean 
afectados se les restituyan sus derechos “a la verdad, a la justicia y a la reparación”. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la justicia restaurativa, como bien lo establece el 
Profesos Rodrigo Uprimmy, se fundamenta básicamente en tres puntos, la  reconciliación 
entre víctima y victimario, la reparación integral  y finalmente la resocialización del 
victimario.  
 
Ahora como importancia de la justicia restaurativa se la primera conclusión a la 
que se llega con el presente escrito es que no debe centrarse  la reparación en el interés 
patrimonial, sino en verificar las conductas, los hechos y la forma como acontecieron los 
mismos (verdad) y adicionalmente a que quien haya cometido una conducta punible sea 
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condenado por la comisión de esta (justicia), mas precisamente la Corte Constitucional lo 
ha definido de la siguientes manera:  
 
“El derecho a saber la verdad implica el derecho a que se determine la naturaleza, condiciones y 
modo en que ocurrieron los hechos y a que se determine los responsables de tales conductas. El 
derecho a que se haga justicia o derecho a la justicia implica la obligación del Estado a 
investigar lo sucedido, perseguir a los autores y, de hallarlos responsables, condenarles.  De ahí 
que ostenten la calidad de sujetos procesales. En directa relación con lo anterior, debe 
entenderse que el complejo del debido proceso –legalidad, debido proceso en sentido estricto, 
derecho de defensa y sus garantías y el juez natural- se predican de igual manera para la parte 
civil. En punto al derecho a la justicia y a la verdad resulta decisivo establecer si un hecho 
punible atribuido a un militar es un acto relacionado con el servicio, pues la responsabilidad 
derivada de la existencia o no de la mencionada relación será distinta. Así mismo, el primer 
elemento para conocer la verdad de lo acaecido y establecer quienes son los responsables 
depende, en buena medida, de que se determine si el acto reunía dichas calidades.  Así, la Corte 
estima que le asiste a la parte civil un interés –derecho- legítimo en que el proceso se tramite 
ante el juez natural”. (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-1184 de 2001. M.P.: 
Eduardo Montealegre Lynnet) 
 
 
No obstante y pese a que dentro del esquema del procedimiento penal militar, se 
tiene la oportunidad que las víctimas intervengan, que hagan exigible la reparación, que 
el victimario tiene la oportunidad de resocializarse, no es procedente la aplicación de la 
justicia restaurativa en su integridad, por cuanto debe tenerse en cuenta que la víctima en 
primer instancia y en la mayoría de los delitos castrenses, es precisamente la Fuerza 
Militar, el Estado, los delitos que se estipulan en cuanto a la población civil son pocos y 
no conllevan a una conciliación ni se permite el espacio de reconciliación entre las partes 
(entendiendo víctima y victimario).  
 
Por ahora es importante resaltar la implementación de algunas características de la 
justicia restaurativa en el procedimiento penal y que en alguna oportunidad se permitan 
su aplicación. 
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i “La Justicia transicional hace referencia a aquellos procesos transicionales mediante los cuales se llevan a 
cabo transformaciones radicales de un orden social y político determinado, que enfrentan la necesidad de 
equilibrar las exigencias contrapuestas de paz y justicia. De hecho, por un lado, los procesos de JTr se 
caracterizan por implicar en la mayoría de los casos—en especial cuando se trata de transiciones de la 
guerra a la paz—negociaciones políticas entre los diferentes actores, tendientes a lograr acuerdos lo 
suficientemente satisfactorios para todas las partes como para que éstas decidan aceptar la transición” 
SAFFON, María Paula. UPRIMMY, Rodrigo. Op.cit. Pág. 4. 
ii “La Justicia transicional hace referencia a aquellos procesos transicionales mediante los cuales se llevan a 
cabo transformaciones radicales de un orden social y político determinado, que enfrentan la necesidad de 
equilibrar las exigencias contrapuestas de paz y justicia. De hecho, por un lado, los procesos de JTr se 
caracterizan por implicar en la mayoría de los casos—en especial cuando se trata de transiciones de la 
guerra a la paz—negociaciones políticas entre los diferentes actores, tendientes a lograr acuerdos lo 
suficientemente satisfactorios para todas las partes como para que éstas decidan aceptar la transición” 
SAFFON, María Paula. UPRIMMY, Rodrigo. Op.cit. Pág. 4 
iii Es importante aclarar que la ONU ha creado el Grupo de Expertos para el estudio y análisis de estos 
principios, básicamente 
iv Sobre el particular: ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS.  Informe de la reunión del grupo de experto 
sobre justicia restaurativa a la Comisión de prevención del delito en su 11° período de sesiones, Viena 16 
al 25 de abril de 2002. Cfr. E/CN.15/2002/5/Add.1 
v Así lo estableció la Corte Constitucional en sentencia C-979 de 2005. 
vi Los Principios fundamentales  de justicia para las víctimas del delito y los abusos de poder, establecen  
que los delincuentes o los terceros responsables de su conducta “resarcirán equitativamente cuando 
proceda, a las víctimas, sus familiares o la persona a su cargo, mediante la devolución de los bienes o el 
pago por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso de los gatos realizados como consecuencia de la 
victimización, la prestación de servicios y la restitución de derechos. 
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Con la presente me permito informarles que al  proyecto titulado “POSIBLES 
RETOS DE LA SOCIEDAD CIVIL Y EL GOBIERNO EN LA APLICACIÓN AL 
PROCESO DE PAZ Y EL "ACUERDO GENERAL PARA LA TERMINACIÓN 
DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y 
DURADERA".” se le realizó corrección de texto, que comprende la revisión  de 
redacción, ortografía  y estilo, aplicando las normas APA  según  la 6th Ed., en su 
Contenido, Pie de Páginas, y Bibliografía. 
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